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reguladora de la prestación Capital Seguro de Vida, debiendo, en los
tém1inos que se detallan en el, fund~lIncnto jurídico cuarto, "in fine",
abonarse a la actara la suma de 140.196 pesetas, diferencia entre la
c~~tidad reconocida por la Administración y la que le corresponde per-
CibIr. _

lll. No procede hacer imposición de costas.})

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas. de
eonfonnidad con lo establecido en-los artículos 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de I de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Con~

tencioso~Administrativa. ha dispuesto· la publicación de dicho fallo en
el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y cumpli­
miento en sus propios ténninos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. 11.
Madrid 21 de abril de 1992.-EI Ministro para las Administraciones

Públicas. P. D.(Orden de 25 de mayo dc 1987 «Boletín Oficial del
Estado» del 30), el Subsecretario, Juan Ignacio MoIlÓ García.

limos. Sres. Subsecretario y Director técnico de la Mutualidad Nacional
de Previsión de la A.dministración Local.

el «Boletín Oficial del Estl}-dQ), pam general conocimiento y cumpli­
miento en sus propios términos de la mencionada sentencia.

Lo quc digo a VV. n.
Madrid. llde abril de 1992.-El Ministro para las Administracioncs

Públicas, P. D. (Orden de.25 de mayo de 1987 «Bo1C'lín Oficial del
EstadO) del 30). el Subsecretario, Juan Ignacio Moltó García.

limos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Función Pública.
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ORDEN de 21 de abril de 1992 por la que se dispone la
publicacióll, para general conocimiento v cumplimiento,
del fallo de la sentenda dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribullal Superior de Justicia
de Madrid, en el recurso cOllfellciosu~administratiWJ

·1.23811987. promovido por doña María Martínez de Artola
e /doy y dona María López Gaflego.

La Sala de lo Contelldoso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madlid, ha dictado sentencia, con fccha 15 de noviembre
de 1991, en el recursO contcncioso~administrativo número 1.23811987,
en el que son partes, de una, como demandantes doña María Martinez
de Artola e ldoy y dona María López Gallego, y de otra como deman­
dada la Admimstración General del Estado, rcpresentada y defendida
por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la desestimación presunta de
la reclamación dirigida al extinto Ministcrio de la PresidenCia con fecha
17 de junio dé 1986, sobre integración en el Cuerpo Administrativo.

La p~rte .dispositiva de la expresada scntencia contiene el siguicnte
pronunclarnter:'to:

11550

ORDEN de 21 de abril de 1992 por la que se dispone! la
p'ublicacióll, para general conocimiento l' cumplimiento,
del fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Con·
tendoso-Administrativo del Tribunal Superior de Justida
de Madrid,. en el recurso cOlllellcioso-administrativo
3.00811987, promovido por dOlia María Gilabert MtII1arch
y otros.
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La Sala de lo Contencioso-Administrativo dcl Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, ha dictado sentcncia, con fecha' 29 de octubre de
1991, en el recurso contencioso·administrativo número 3.008/1987 en
el que son partes, de una, como demandante doña Maria Gilabert Mu·
ñarch y, otros, y de otra como demandada la Administración General
del Estado representada y defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso Se promovió contra la resolución del Ministerio
~ara I~s Administraciones Públicas de fecha 30 de junio de 1987, que
i.iesestlmaba el recurso de reposición interpuesto contra la resolUCión
de la Secretaría de Estado para la Administración Pública de fccha 22
de abril de 1987, sobre integración en el Cuerpo Administrativo.

La p~rte .dispositiva de la exprcsada scntencia contiene el siguiente
pronUnCl3mlen.to:

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad alegada por
el Abogado- del Estado y desestimando el recurso contencioso~admi·
nistrativo interpuesto por el Letrado señor Carramolino Fitera en re­
presentación de doña María Gilabert Muñarch. dona Rosa..María Grau
y Papiol, doña Ana Pardo y Silvosa y doña María Roser Ferrer y García
contra las resoluciones del Subsecretario de Administraciones Públicas
de 22 de abril de 1987 y 30 de junio de 1987 que d;cnegaban su derecho
a integrarse en el Cuerpo Administrativo, debl'mus dedarar y dcclara­
mas tales resoluciones, en lo que afectan a las cuatro mencionadas,
confonnes con el ordenamiento jurídico. .

.y que estimando el recurso contencioso~administrativo interpuesto
por el Letrado señor Carramolino Fitera en representación de dona Irene
Acuña Olmos, doña María NievesContreras Sastre. doña María Jesús
Gómez del Río, doña Concepción Gonzalo Bosch, don Antonio Lla­
berla Montaguet, doña Rosa María Martín Castrillo, don Mario Massip
Massip, doña María Ma~dalena Roselló Teresa, doña María Esperanza
Rueda Duque, doña Mana del Carmen Sacristán Sanz, doña lsa&cl Cer·
vera Cerdá, doña María Josefa Tost Ferré y doña Dolores Viño1as- Cas·
+tellví, contra las resoluciones del Subsecretario de Administraciones
Públicas de 22 de abril de 1987 y 30 de junio de 1987, debemos de­
clarar y declaramos dichas resoluciones; en lo que afectan a dichos
actores, disconfonnes con el ordenamiento jurídico, anulándolas y de­
clarando el derecho de tales demandantes a su integración en el Cuerpo
General Administrativo desde que se produjera la p'rimera vacanté que
loes correspondiera a partir de la fecha en que cumplieron los requisitos
exigidos por la disP:Osición transitoria tercera del Reglamento Gencral
de Funcionarios del Movimiento Nacional y de conformidad con la
relación definitiva de funcionarios con derecho a la integración de 23
de marzo de 1977, con abono de los emolumentos correspondientes
desde que la integración se produjese y de las diferencias no peréibidas,
condenando a la Administración a estar y pasar por tal declaración.

Todo ello, sin hacer expresa imposición de las costas causadas.~)

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
conformidad con .10 establccido en los articulas 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Organica 611985, de 1 de julio, del Podcr Judicial. y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa, ha dispuesto -lapub~icación de dicho fallo en

«Fallamos: Que rechazando la causa de inadmisibilidad alel!ada por
el Abogado del estado y estimando el recurso contencioso~adillinistra­
tivo interpuesto por el Letrado señor Carramolino Fitera cn rcpresen·
tación de dona María Martínez de Artola e Idoy y doña María López
Gallego, contra la desestimación presunta de su reclamación dirigida
al Ministerio de la Presidcncia el 17 dejunio de 1986, dcbcmos dcclarar
y dcclaramos dicha resolución tacita dlsconfonne con el Ordcnamiento
Jurídico, anulándola. En consecuencia, declaramos el derecho dc las
demandantes a su integración en el Cucrpo General Administrativo des·
de que se produjera la primera vacante que les correspondiera a partir
de la fecha en que cumplieron los requisitos exigidos por la disposición
transitoria tercera del Reglamento General de Funcionarios del Movi·
miento Nacional y de conformidad con la relación definitiva de fun­
cionarios con derecho a la integración de 23 de marzo de 1977, con
abono de los emolumentos correspondientes desde que la integración
se produjera y de las diferencias no pcrcibidas, condenando a la Ad-
ministración a estar v pasar por dicha declaración. .

Todo ello, sin haéer cxpresa imposición de las costas causadas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigenLe Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso~Administrativa, ,ha dispuesto -la publicación de dicho fallo en
el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y cumpli·
miento en sus propios términos dc la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. 11.
Madrid, 21 dcabril dc 1992.-EI Ministro para las Administraciones'

Públicas. P. D. (Orden de 25 dc mayo de 1987 «Boletin Oficial del
EstadO)) del 30), el Subsecrct~rio, Juan Ignacio Moltó Garda.

limos. Sres. Subsecre~ario y Directora general de la Función Pública.

ORDEN de 22 de abril de 1992 por la que se dispone la'
publicación, para general conocimiel1lO y cumplimiento.
del fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la AUdiencia Nacional. en el
recurso contencioso-administrativo 58.744, promovido por
don Pedro Jesús García Romera.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional,
ha dictado sentencia, con fccha 9 de julio de 1991. en el recurso con­
tencioso-administrativo número 58.744 en el que son partes, de una,
como demandante don Pedro Jesús Garda Romera, y de otra como
demandada la Administración Gencral del Estado, representada y de-
fendida por el Letrado del Estado. .

El citado ,recurso se promovió contra la resolución del Ministerio
p'ara las Administraciones Públicas de fecha'7 de abril de 1989, que
aescstimaba el recurso de reposición interpuesto contra la resolUCIón
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mero 281/1989 en el que son partes, de una, como demandante doña
Purificación Sebastiá Escat, y de otra como demandada la A.dministra­
ción General del Estado, representada y defendida por el Letrado del
Estado.

El citado recurso se promovió contra la resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 3 de fcbrero de 1989, que
desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra la rCfoolución de la
Mutualidad Nacional de Previsión de fa Administración Local de fecha
12 de julio de 1988, sobre cómputo de tiempo de servicio para el cálcu­
lo de la pensión de jubilación.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallamos: 1 Se desestima el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por doña Purificación Sebastiá Escat contra la resolución
del Ministeno para las Administraciones Públicas, de fecha 3 de febrero
de 1989, que desestima el recurso de alzada entablado frente a la re­
solución de MUNPAL, de fecha 12 de julio de 1988, relativa al reco­
nocimiento del rescate de la prestación capital seguro de vida y pensión
ordinaria de jubilación.

II. No procede hacer. imposición de costas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicasl de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente -Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo -en
el «Boledn Oficial del EstadQ), para general conocimiento y cumpli­
miento en sus propios términos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. 11.
Madrid. 22 de abril de 1992.-EI Ministro para las Administraciones

-Públicas; P. D. (Orden de 25 dc mayo de 1987 «Boletín Oficial del
Estado» del 30), el Subsecretario, Juan Ignacio Moltó García.

limos. Sres. Subsecretario y Director técnico de la Mutualidad Nacional
de Previsión de la Administrdción Local.

ORDEN de 22 de abril de 1992 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cllmpltmiento,
del fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de Sevilla del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, en el recurso contencioso-admi­
nistrativo 2.887//988, promovido por don Pedro 'Sánchez
Núñez. '
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La Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, ha dictado sentencia, con fccha 2
de diciembre de 1991, en el recurso contencioso-administrativo número
2.887/1988 en el que son partes, de una, como demandante don Pedro
Sánchez Núftez, y de otra como demandada la Administración Gcncral
del Estado, representada y defendida por el Lctrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la resolución dcl Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 8 de marzo de 1988, gue
aesestimaba el recurso de reposición interpuesto contra la resolucIón
de la Secretaría de Estado para la Administración Pública de fecha 12
de diciembre de 1987, sobre bases de la convocatoria para el acceso a
la Escala de funcionarios de Administración Local con habilitación na­
cional.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallamos: Que desestimamos el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Pedro Sánchez Núf'iez contra las resoluciones que
recoge el pnmero de los fundamentos de derecho de esta sentencia que
consideramos ajustadas al Ordenamiento Juridico denegando. en con­
secuenncia, que el recurrente tenga derecho al acceso a la Escala de
Funcionarios con Habilitación de carácter nacional (Subescala de Se­
cretaría) mediante promoción interna. Sin costas.))

- En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
confonnidadcon 10 establecido en los artículos 118 de la Constitución,
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985. de I de j_ulio, del Poder Judicial. y
demás preceptos concordantcs de la vigente Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa. ha dispuesto la publicación de dicho fallo en
el «Boletín Oficial dcl EstadQ)), para general conocimiento y cumpli-
miento en sus propios ténninos de la mencionada sentencia. .

Lo que digo a VV. H.
Madrid 22 de abril de 1992.-EI Ministro para las Administraciones

Públicas. P. D. (Orden de 25 de mayo de 1987 «Boletín Oficial del
Estado» del 30). el Subsccrelario, Juan Ignacio Mohó Garda.

lImos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Función Pública.

DRDENde 22 de abril de 1992 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento y cumpilmiento,
del fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el
recurso eontencioso·administrativo 56.231, promovido por
don Vicente Monge Jodra.

La Sala de lo Contencioso~Administrativo de la Audiencia Nacional,
ha dictado sentencia, con fecha 23 de enero de 1991, en el recurso
contencioso-administrativo número 56.231 en el que son partes, de una,
como demandante don Vicente Monge JOOra, y de otra como deman­
dada la Administración General del Estado, representada y defendida
por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 12 de noviembre de 1987,
que desestimaba el r~curso de reposición 'interpuesto contra la resolu­
ción de la Inspección General de Servicios de la Administración Pública
de fecha 10 de junio de 1987, sobre incompatibilidades.

La p~rte .dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamIento:

(~Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por don Luis Fernando Granados Bravo en nombre y re·
presentación de don Vicente Mon~e Jadra contra resolución del Minis­
terio para las Administraciones Publicas de 12 de noviembre de 1987
a que la demanda se contrae declaramos, que la resolución impugnada
es confonne a Derecho, sin hacer una expresa condena en costas.))

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
conformidad con lo establecido en los artkulos 118 de la Constitución.
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 dc julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Con­
tencioso-Administrativa, ha dispuestola publicación de dicho fallo en
el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y cumpli­
miento en sus propios ténninos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. n.
Madrid, 22 de abril de 1992.-El Ministro para las Administraciones

Públicas, P. D. (Orden de 25 de mayo de 1987 «Boletín Oficial del
Estado» del 30). el Subsecretario. Juan Ignacio Molló García.

lImos. Sres. Subsecretario 'i Director gencralde la Inspección General
de Servicios de la Admmistración Pública. .

de la Inspección General de Servicios de la Administración Púl1lica de
fccha 3 de mayo de 1988, sobre incompatibilidades.

La p~rte .dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronuncIamIento:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por el Procurador senor Morales Price en nombre de don
Pedro Jesús García· Romera contra resolución del Ministerio para las
Administraciones Públicas de 7 de abril de 1989 a que la demanda se
contrae declaramos, que la resolución impugnada es confonne a Dere~

cha sin hacer una expresa condena en costas.»)

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas. de
conformidad con lo establecido en los anículos 118 de la Constitución.
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción Con~

tencioso-Administrativa, ha dispuesto-la publicación de dicho fallo en
el <~Boletín Oficial del Estado», para generol conocimiento y cumpli­
miento en sus propios términos de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. JI.
Madrid. 22 de abril de 1992.-EI Ministro para las Administraciones

Pllblicas. ,P. D. (Orden de 25 de.mayo de 1987 ~~Boletín Oficial del
Estadm) del 30), el Subsecretario, Juan Ignacio Malló García.

limos. Sres. Subsecretario y Director general de la Inspección General
de Servicios de la Admmistración Pública.

ORDEN de 22 de abrilde 1992 por la que se dispone la
publicación, para general conocimiento l' cumpbmiento,
del fallo de la sentenda dictada por la Sala de lo Con~
tendosa-Administrativo del Tribunal Superior de Justicid
de la Comunidad Valenciana, en el·recurso contencioso­
administrativo 281//989, promovido por doña Purificación
Sebastiá Escat. .

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
. Justicia de la Comunidad Valenciana, ha dictado sentencia, con fecha
24 de diciembre de 1991, en el recurso contencioso-administrativo nú-

."-.'


